
133

AN
EX

O
S

7.2

Sentencias del

Tribunal Constitucional



134

SENTENCIAS RELEVANTES DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

1) Dentro de las más importantes decisiones jurisdiccionales emitidas en el año 2004 tenemos

la del Tribunal Constitucional relacionada al recurso extraordinario interpuesto por Doña

María Emilia Villegas Namuche contra la sentencia de la Primera Sala Penal de Piura, en la

que se pronuncio sobre el derecho a la verdad.

Exp. N° 2488-2002-HC/TC

17. (...). el derecho a la verdad, en su dimensión colectiva, es una concretización directa de los

principios del Estado democrático y social de derecho y de la forma republicana de gobier-

no, pues mediante su ejercicio se posibilita que todos conozcamos los niveles de degenera-

ción a los que somos capaces de llegar, ya sea con la utilización de la fuerza pública o por

la acción de grupos criminales del terror. Tenemos una exigencia común de que se conozca

cómo se actuó, pero también de que los actos criminales que se realizaron no queden impu-

nes. Si el Estado democrático y social de derecho se caracteriza por la defensa de la persona

humana y el respeto de su dignidad, es claro que la violación del derecho a la verdad no

sólo es cuestión que afecta a las víctimas y a sus familiares, sino a todo el pueblo peruano.

Tenemos, en efecto, el derecho a saber, pero también el deber de conocer qué es lo que

sucedió en nuestro país, a fin de enmendar el camino y fortalecer las condiciones mínimas

y necesarias que requiere una sociedad auténticamente democrática, presupuesto de un efec-

tivo ejercicio de los derechos fundamentales. Tras de esas demandas de acceso e investiga-

ción sobre las violaciones a los derechos humanos, desde luego, no sólo están las demandas

de justicia con las víctimas y familiares, sino también la exigencia al Estado y la sociedad

civil para que adopten medidas necesarias a fin de evitar que en el futuro se repitan tales

hechos.

2) Asimismo, también destaca el pronunciamiento en el Recurso extraordinario interpuesto

por Don Gabriel Orlando Vera Navarrete contra el Auto de la Segunda Sala Especializada

Penal para Procesos con Reos Libres de la Corte Superior de Justicia de Lima, en la que se

pronuncia sobre el plazo máximo de detención contra este integrante del Grupo Colina.

Exp. N° 2798-04-HC/TC

(...).

5. Los hechos que son materia de los procesos penales seguidos contra el recurrente forman

parte de un conjunto atribuido al autodenominado Grupo Colina, todos ellos cometidos

bajo una modalidad delictiva que ha motivado el rechazo y la condena de la comunidad
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nacional e internacional. El Estado Peruano no debe tolerar la impunidad de éstos y otros

graves crímenes y violaciones a los derechos humanos, tanto por una obligación ética fun-

damental derivada del Estado de Derecho, como por el debido cumplimiento de compro-

misos expresos adquiridos por el Perú ante la Comunidad Internacional.

6. En efecto, la comunidad internacional reconoce la existencia de un núcleo inderogable de

derechos, establecidos en normas imperativas del Derecho Internacional. Estas normas se

derivan del Derecho Internacional de los Derechos Humanos, del Derecho Internacional

Humanitario y del Derecho Penal Internacional.

(...).

8. (...) las obligaciones, en materia de derechos humanos, no sólo encuentran un asidero

claramente constitucional, sino su explicación y desarrollo en el Derecho Internacional. El

mandato imperativo derivado de la interpretación en derechos humanos implica, entonces,

que toda la actividad pública debe considerar la aplicación directa de normas consagradas

en tratados internacionales de derechos humanos, así como en la jurisprudencia de las

instancias internacionales a las que el Perú se encuentra suscrito.

(...).

18. La gravedad de estas conductas ha llevado a la comunidad internacional a plantear expre-

samente que no pueden oponerse obstáculos procesales que tengan por propósito eximir a

una persona de sus responsabilidades en graves crímenes y violaciones del derecho interna-

cional humanitario y los derechos humanos. Esta afirmación se deriva, como ha sido seña-

lado, de la obligación del Estado de investigar y sancionar las violaciones producidas.

19. La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que la obligación de investi-

gar debe cumplirse con seriedad y no como una simple formalidad condenada de antemano

a ser infructuosa. La investigación que desarrolle el Estado, por medio de sus autoridades

jurisdiccionales, debe ser asumida como un deber jurídico propio y no como una gestión

procesal cualquiera. El derecho a la tutela judicial, tal cual queda establecido en la pre-

sente sentencia, exige que los jueces dirijan el proceso de modo (sic) de evitar dilaciones y

entorpecimientos indebidos que provoquen situaciones de impunidad, frustrando así la

debida protección judicial de los derechos humanos (Caso Bulacio versus Argentina, Sen-

tencia del 18 de septiembre del 2003).

(...).

30. Es necesario tomar en cuenta que cada uno de los procesos abiertos contra el recurrente

reviste complejidad, dado el número de procesados y de víctimas, por lo que el plazo de

detención en cada uno de ellos por separado, de conformidad con lo señalado en el artículo

137 del Código Procesal Penal, es el máximo previsto en la ley.
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31. De otro lado, las normas procesales, entre las que se encuentra la que señala el plazo

límite de la detención sin sentencia, no sólo implican una garantía para el imputado, sino

que constituyen también un parámetro objetivo que informa al órgano jurisdiccional sobre

la forma y modo en que debe llevarse a cabo la sustanciación del proceso. Si existe peligro

procesal, requisito indispensable para imponer una medida de detención, el órgano juris-

diccional deberá llevar a término el proceso antes de que dicho plazo límite haya vencido,

a fin de no poner en peligro el éxito del proceso. Caso contrario, se verá obligado a revocar

el mandato de detención que pesa sobre el imputado, y en caso subsista el peligro de fuga

o entorpecimiento de la actividad probatoria, ello pondrá en peligro la culminación del

proceso, y, con ello, la especial obligación de esclarecimiento que este tipo de crímenes

conlleva.

32. Por lo tanto, este Tribunal considera que la acumulación de procesos decretada no puede

tener como consecuencia que, para efectos de contabilizar el cumplimiento del plazo máxi-

mo de la detención, se tome en cuenta únicamente el mandato de detención dictado en el

proceso más antiguo, sino más bien que deben ser tomados en cuenta los mandatos de

detención dictados en cada no de los procesos que se siguen en su contra.

(...).




